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REVUE DU DROITPUBLIC, núm. 6, 1997.

THOMAS MEINDL: Le controle de constitutionnalité des actes de Droit communautaire
derivé en France: la possibilité d'une jurisprudence Solange II, págs. 1.665-1.692.

El intento de someter las normas de Derecho comunitario derivado a un eventual
control de constitucionalidad es, en Francia, una cuestión recurrente (como prueban las
Proposiciones de Ley constitucional 194, de 18 de mayo de 1993; 328, de 2 de junio de
1993, y 2.641, de 13 de marzo de 1996); sobre todo a partir del Tratado de Maastricht
que prevé la actuación de las Instituciones comunitarias en importantes sectores mate-
riales. La inconstitucionalidad (que debe traducirse, quizá, como falta de compatibi-
lidad) puede ser directa, cuando la norma de Derecho comunitario derivado contiene
alguna cláusula contraria a la Constitución (véase Decisiones CCF 91-294 y 93-235,
así como la 74-54) o indirecta, si afecta a las competencias estatales vinculadas al ejer-
cicio de la soberanía nacional o supera los márgenes fijados por los Tratados (asimilán-
dose este supuesto al del exceso de poder), por más que en sede comunitaria pueda jus-
tificarse esa extensión competencial en el artículo 235 TCE y en la elaboración de una
jurisprudencia constructiva o proteica por parte del Tribunal de Justicia de las Comuni-
dades Europeas.

El problema que se suscita es si tal control de compatibilidad material debe conec-
tarse con el artículo 54 CF o es mejor hacerlo con el artículo 61 CF. El primer precepto
citado prevé el eventual control de compatibilidad de los compromisos internacionales
respecto de la Constitución por parte del Consejo Constitucional, iniciándose el proce-
dimiento por el presidente de la República, por el Primer Ministro, por el Presidente de
la Asamblea Nacional o del Senado o por sesenta Diputados o Senadores. El artículo 61
CF establece el control de constitucionalidad de determinadas disposiciones, en oca-
siones necesario (leyes orgánicas y reglamentos de las asambleas parlamentarias) y en
otras facultativo, a instancia de los sujetos citados anteriormente, cuando afecte a las
leyes. Es conveniente recordar, en todo caso, que el control de constitucionalidad pre-
visto en el artículo 61 CF es preventivo, porque examina la adecuación de normas apro-
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badas pero que no han sido aún promulgadas, y que puede ser activado respecto de las
leyes que desarrollen normas de Derecho comunitario.

La última proposición parlamentaria en la materia excluye la utilización de la vía
prevista en el artículo 54 CF y en esta misma línea abunda la mayor parte de la doctrina
en la actualidad. El principal argumento que justifica esta opinión es que la censura por
parte del Consejo Constitucional francés de un reglamento o directiva comunitarios
que ya se encuentra en vigor, conllevará su inaplicación y generará también un incum-
plimiento por parte del Estado francés respecto de sus socios europeos. Ahora bien, es
obligado tomar en consideración cómo la solución más extendida doctrinalmente en la
actualidad es también insatisfactoria, porque puede revelarse poco eficaz y porque
cuestiona las bases del ordenamiento jurídico comunitario.

Lo cierto es que el control previsto en el artículo 61 CF es claramente aplicable a las
leyes nacionales que transpongan en el Derecho francés las disposiciones comunitarias
(véanse Decisiones 78-100 y 94-348), pero es obligado recordar que los reglamentos
comunitarios son aplicables en todo el territorio de la Unión Europea, sin necesidad de
que sean desarrollados en los distintos Estados miembros. Es además posible, como
muestra la Decisión 77-90, que el Consejo Constitucional francés prefiera no cues-
tionar la validez de una ley nacional cuando ésta se limite a reproducir una norma co-
munitaria. Nos encontramos, en definitiva, ante un control muy limitado. ¿Puede am-
pliarse el mismo invocando, a través de una vía indirecta, que se ha dado una
vulneración de las normas constitucionales en materia de reparto competencial? Es di-
fícil que, en la práctica, prospere esta pretensión (como muestran las Decisiones 77-89
y 77-90, en las que se alegaba la incompetencia del Parlamento francés en la elabora-
ción de reglamentos comunitarios), pero lo cierto es que otras decisiones demuestran
que es posible que ese control indirecto se ejerza. Nos referimos a las Decisiones 76-71
y 78-99, en las que se invoca, de forma nítida, la separación de competencias entre la
Unión Europea y los Estados miembros, que solamente es modificable mediante la re-
visión de los Tratados constitutivos, que puede controlarse materialmente a través de
los procedimientos previstos en los artículos 54 y 61 CF. Esta jurisprudencia constitu-
cional guarda estrecha relación con otra, en la que se precisan los contornos de la no-
ción de compromisos internacionales, a través de un criterio orgánico (puesto que sola-
mente pueden ser acordados por autoridades soberanas o personas de Derecho
internacional, Decisión 83-160) y otro material, que es que tenga por sí mismo efectos
jurídicos (Decisión 78-99). Es claro que los Tratados y acuerdos internacionales entran
en esta categoría de compromisos internacionales, pero ¿qué ocurre con otras deci-
siones adoptadas por las autoridades europeas y las resoluciones del FMI? El Consejo
Constitucional suele realizar un control (ciertamente liviano), señalando que estos
actos o normas singulares constituyen un desarrollo respetuoso del Tratado interna-
cional en cuestión, por lo que presentan un carácter derivado (véanse Decisiones 70-39
y 76-71) y no integran, en definitiva, la noción de compromisos internacionales en el
sentido previsto en el artículo 54 CF.

Estas últimas afirmaciones explican, acaso, que la iniciativa parlamentaria más re-
ciente (proposición de Ley constitucional 2641, depositada el 13 de marzo de 1996),
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debida a los parlamentarios P. Mazeaud y R. Pandraud, que ha provocado un tenso de-
bate (del que la misma Revue Frangaise de Droit Constitutionnel dio buena muestra en
su número 28 (1996), págs. 675-706 —véase ahora esta misma Revista, número 52
(1998), págs. 359-361—), haya apostado finalmente por la introducción de un control
de compatibilidad preventivo de todo proyecto y proposición de normas de Derecho
comunitario derivado, que no han sido todavía perfeccionadas. Pero este control, pese
a ser el preferido hoy por la doctrina francesa, puede revelarse insatisfactorio por ine-
ficaz, y es más que posible que no logre su fin: resituar a la Constitución como la norma
suprema del ordenamiento.

Es cierto que la propuesta parlamentaria persigue buenas intenciones, y encierra
consecuencias potencialmente interesantes, como es que en el supuesto de que el Con-
sejo Constitucional entienda que la iniciativa normativa comunitaria que ha sido im-
pugnada por los parlamentarios francesas es contraria a la Constitución, se impida su
aprobación en el seno de la Unión Europea hasta que se haya producido la preceptiva
revisión constitucional. También es interesante que el Gobierno francés pueda invocar
en el seno del Consejo de la Unión Europea una reserva de examen constitucional de
una determinada iniciativa comunitaria, para aplazar su eventual aprobación hasta que
el Consejo Constitucional se haya pronunciado sobre ella. Pero no es menos evidente
que la iniciativa parlamentaria configura un control poco eficaz, ya que hace precisa la
existencia de unos plazos temporales largos, que permitan la actuación del Consejo
Constitucional francés, y es únicamente útil respecto de aquellas iniciativas comunita-
rias cuya adopción exija la unanimidad en el seno del Consejo de la Unión Europea (en
caso contrario, es innecesario el concurso del Ministro francés). El control propuesto
recae además, como ya se ha dicho, sobre la iniciativa normativa de la Unión Europea,
pero nadie puede asegurar que la disposición finalmente aprobada en la Unión Europea
siga siendo conforme a la Constitución francesa (salvo que el Consejo Constitucional
pueda ser consultado en varias ocasiones, lo que agravaría el citado problema de los
plazos). No es descartable, por estas razones, que la iniciativa comunitaria cuyo conte-
nido sea incompatible con la Constitución francesa pueda provocar una revisión cons-
titucional en este último país y que, sin embargo, su contenido final no presente los pro-
blemas que suscitaba su primera redacción. Todas estas consideraciones permiten
explorar otra vía: nos referimos al eventual establecimiento de un control de compati-
bilidad directo del Derecho comunitario derivado, más apegado en su concepción al ar-
tículo 54 CF.

Esta propuesta se puede apoyar en el nuevo artículo F TUE que establece que la
Unión Europea respetará la identidad nacional de los Estados que la conforman (pá-
rrafo 1) y los derechos fundamentales (párrafo 2). Estos extremos deben ser garanti-
zados, en último extremo, por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
(art. 164 TCE), tal como ha reconocido el propio Consejo Constitucional francés (De-
cisión 92-308). Sería conveniente, por esta misma razón, integrar la intervención del
Tribunal de Luxemburgo en el proceso decisorio comunitario (véanse Decisiones 91-
294 y 92-308), permitiendo que el eventual control del Consejo Constitucional, que es
discutible que pueda articularse a través del planteamiento de una cuestión prejudicial,
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sea el último que pueda producirse, por eventual violación de los derechos fundamen-
tales o del Título VI de la Constitución francesa, sobre los compromisos interna-
cionales.

La ulterior actuación del Consejo Constitucional respecto del Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas no es, en efecto, descartable a priori. No solamente
porque ya haya tenido el Consejo Constitucional la oportunidad de examinar la validez
de una ley francesa que aplicaba una Decisión del Tribunal de Luxemburgo (Decisión
80-126), sino porque puede ser el propio Tribunal de Justicia el que vaya más allá de
los Tratados (ya sea confirmando la validez de un acto o una norma comunitarios que
vulneran los derechos fundamentales o porque se exceda en el ejercicio de sus compe-
tencias).

La cuestión es saber si en tales supuestos es constitucionalmente posible que el
Consejo Constitucional francés ejerza su jurisdicción, controlando tales actos o normas
de carácter comunitario. La respuesta que Thomas Meindl da a ese interrogante es afir-
mativa: el Consejo Constitucional puede enjuiciar esos actos, a través del procedi-
miento previsto en el artículo 54 CF respecto de los compromisos internacionales. Esta
solución neutraliza en buena medida las críticas vertidas y explicitadas en líneas supe-
riores y aporta también algunas ventajas.

No es cierto, en primer lugar, que el Estado francés genere un incumplimiento
estatal cuando el Consejo Constitucional francés entienda que un acto comunitario su-
pera los márgenes fijados en los Tratados, sancionándolo con la inaplicación. No lo es
si se entiende que el Consejo Constitucional puede analizar la compatibilidad de la
norma de Derecho comunitario derivado porque no la considera como tal, sino como
un compromiso internacional. Esta operación se realiza en dos fases; una primera, de
descalificación y otra, posterior, de recalificación. La tarea de descalificación tiene su
origen en que el recurrente alega ante el Consejo Constitucional que la norma impug-
nada no puede ampararse en los Tratados comunitarios, por lo que para su elaboración
se debieron respetar las previsiones contenidas en el citado Título VI CF. El Consejo
Constitucional está habilitado para cuestionar la calificación formal de la norma (como
duda del posible carácter orgánico que poseen disposiciones contenidas en una ley or-
dinaria, Decisión 96-374, y de lo contrario, Decisión 96-372) porque con su estudio
ampara también el reparto de poderes entre el poder legislativo y el poder ejecutivo,
siendo este último quien participa en los acuerdos del Consejo de la Unión Europea
(véanse las Decisiones 62-20 y 92-313, sobre leyes refrendatarias).

Si el Consejo opta por entender que la norma ante él impugnada no constituye,
pese a su nombre, una norma de Derecho comunitario derivado, se culmina su primera
función, y comienza su segunda tarea, de recalificación. El Consejo ya sabe que no es
la norma sometida a su control, pero no puede todavía categorizarla para su posterior
enjuiciamiento. Podrá examinarla como compromiso internacional siempre que se
cumplan los dos requisitos fijados por P. Gala: que tengan contenido jurídico (criterio
material) y que el representante estatal que participó en su adopción pueda vincular la
voluntad estatal (criterio orgánico). Si ambas condiciones se cumplen estaremos en
presencia de un compromiso internacional, aunque no sea cuestión evidente determinar
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si la manifestación de la voluntad estatal se perfecciona por la firma (véase Decisión
92-312) o por el sentido del voto emitido en el Consejo de la Unión Europea (véase De-
cisión 78-93). Es en este momento cuando el Consejo Constitucional ya puede con-
trolar, a la luz del artículo 54 CF, la citada norma, que solamente podrá inaplicar en
Francia cuando considere que no encuentra cobijo en los Tratados. Si esta valoración es
correcta, parece claro que no se cuestiona la regla Pacta sunt servando, porque el con-
tenido de esa norma iba más allá de lo pactado en los Tratados, aunque siempre es po-
sible que el Tribunal de Luxemburgo no confirme esta construcción.

Tampoco es de recibo, en segundo lugar, rechazar la propuesta apuntada invo-
cando una eventual guerra de jueces. Es cierto que siempre pueden darse ésta (los
ejemplos alemán e italiano son elocuentes en este punto), pero ello es así porque ambas
jurisdicciones, constitucional y comunitaria, controlan actos y normas estrechamente
interrelacionados entre sí, y que son a veces coincidentes. Además, lo cierto es que
estos enfrentamientos jurisprudenciales han sido en ocasiones fructíferos, porque han
exigido encontrar puntos de equilibrio (recuérdese, una vez más la jurisprudencia cons-
titucional y comunitaria relacionada con los derechos fundamentales). Pero es que,
junto a estos argumentos, otros patrocinan la opción de reservar a la jurisdicción cons-
titucional la posibilidad de intervenir en el último momento. El primero es que posibi-
lita que el proceso decisorio comunitario no se vea alterado por la previa intervención
de las distintas jurisdicciones constitucionales nacionales. El segundo es que asegura
una máxima efectividad al control ejercido por el Consejo Constitucional. El tercer ar-
gumento, quizá especialmente importante, es que el control de compatibilidad constitu-
cional del Derecho comunitario derivado se configura como excepcional y subsidiario,
porque esas disposiciones ya han sufrido un primer filtro de validez a cargo del Tri-
bunal de Luxemburgo.

Superadas las objeciones que pueden oponerse a la propuesta de Thomas Meindl,
es preciso glosar también sus ventajas. La más importante es que hace innecesaria toda
modificación constitucional en la materia, porque el vigente artículo 88.1 CF señala
que la República participa en la Unión en virtud de los Tratados. El Consejo Constitu-
cional ya cuenta con los mecanismos suficientes para enjuiciar, cuando lo considere
oportuno, la compatibilidad de las disposiciones de Derecho comunitario derivado que,
pese a su calificación formal, encierran nuevos compromisos internacionales. De esta
forma, el Consejo Constitucional no haría más que formalizar una nueva jurisprudencia
Solange II, muy cercana a la expresada en su día por el Bundesverfassungsgericht
alemán, que podría resumirse así: el Consejo Constitucional se declara incompetente
para ejercer un control de constitucionalidad (sic) sobre el Derecho comunitario deri-
vado en tanto que este Derecho comunitario derivado sea conforme a los Tratados
constitutivos. Y podría añadirse que esa conformidad se presume en tanto que la tota-
lidad del procedimiento decisorio comunitario no ha sido desarrollado y en tanto que el
Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea asegure un respeto suficiente de la inte-
gridad de las disposiciones que conforman los citados Tratados.—Francisco Javier
Matia Portilla.
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RMSTA TRIMESTRALE DI DIRITTO PUBBLICO, núm. 3,1997.

ROBERTO GAROFOLI: «Sulla sindacabilitá in sede di giudizio di legittimitá dei Regola-
menti della Corte Costituzionale», págs. 665-718.

La importancia del control a través del juicio de legitimidad constitucional de los
reglamentos de la Corte y en general de todas las fuentes que son expresión de su po-
testad de autonormación (incluidas las Normas Integrativas adoptadas por acuerdo de
16 de marzo de 1956), aparte de por otras cuestiones, se debe a la exigencia ineludible
de que también sean sometidos a control de conformidad con la Constitución los actos
normativos de los órganos constitucionales, sobre todo si inciden en la posición consti-
tucionalmente garantizada de distintos sujetos y órganos. En torno a esta idea construye
Garofoli su crítica a la ordinanza de la Corte Constitucional de 28 de diciembre de
1990, en la que niega la posibilidad de controlar sus propios reglamentos por la vía
mencionada, al entender que éstos actos normativos carecen de fuerza de ley.

Con carácter previo, el autor trata de dar respuesta a dos cuestiones: de un lado, el
fundamento de la potestad reglamentaria de la Corte costituzionale y, de otro, la posición
que los actos dictados en expresión de tal potestad asumen en el sistema de las fuentes.

El artículo 137 de la Constitución italiana, en su primer apartado, reserva a la ley
constitucional la determinación de las condiciones, las formas, los términos de propo-
nibilidad de los juicios de legitimidad constitucional y las garantías de independencia
de los procesos constitucionales. Por su parte, el segundo apartado se remite a la ley or-
dinaria para la fijación de las «otras normas necesarias para la constitución y el funcio-
namiento de la Corte», entendiendo por «constitución» todo aquello que se refiere a los
presupuestos organizativos para la institución de la Corte, a su posición y a su actividad
y por «funcionamiento» el ejercicio de las funciones, más exactamente, los presu-
puestos objetivos para que la Corte pueda funcionar y la modalidad según la cual debe
realizarse el ejercicio de las funciones.

De la interpretación sistemática de las dos disposiciones que en él se contienen se
puede deducir que el constituyente, por un lado, ha querido reservar la disciplina de una
materia tan delicada, por afectar al equilibrio de las relaciones entre los órganos consti-
tucionales, a la ley constitucional. Por otro lado, en el entendimiento de la dificultad —
por no decir imposibilidad— de llevar a cabo una regulación completa de la materia, ha
previsto expresamente que la integración le corresponda a la ley ordinaria, limitándose
a aquello que sea necesario para asegurar «la Constitución y el funcionamiento de la
Corte».

Esta última remisión constitucional debe entenderse realizada a una sola ley ordi-
naria cuya intervención en la materia estaría además limitada temporalmente, de-
biendo únicamente posibilitar el inicio del ejercicio de las funciones del órgano. Esta
interpretación —se dice— está más de acuerdo con la independencia de la Corte que
es órgano controlante respecto al legislador y viene confirmada por el artículo 1 de la
ley constitucional núm. 1 de 1953 (con el título Norme integrative della Costituzione
concernenti la Corte costituzionale), que se remite a la «ley ordinaria para la primera
actuación».
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Y es ya en la legge per la prima attuazione núm. 87 de 1953 (arts. 14 y 22, apar-
tado 2.°) donde se contiene la remisión a la potestad reglamentaria de la Corte. Res-
pecto a ella caben dos alternativas: considerarla una violación de la Constitución por
«atribuir» esta potestad, o entender que la ley sólo reconoce la preexistencia de la com-
petencia normativa de la Corte, lo que supone que ésta tiene otro fundamento. Así lo
estima Garofoli, considerando que la potestad reglamentaria de la Corte costituzionale
encuentra su fundamento en un principio constitucional implícito de independencia o
autonomía, derivado de la posición que ocupa la Corte en el sistema de los órganos
constitucionales. La remisión de la ley no tendría entonces carácter atributivo o consti-
tutivo, sino declarativo. Esta es, en sustancia, la idea mantenida por la propia Corte en
su Sentencia de 17 de febrero de 1969.

Por tanto, sería contrario a la lógica del sistema constitucional consentir que la
Corte deba ver disciplinado el ejercicio de sus funciones por parte del acto que consti-
tuye el principal objeto de su control. De ese mismo sistema se deriva no sólo la exis-
tencia de la potestad reglamentaria, sino también la institución en favor de la Corte de
una «reserva de competencia» para todo aquello que se refiera a su funcionamiento y
organización.

La ausencia de una referencia constitucional a los reglamentos de la Corte se salva
con la remisión a la ley ordinaria emanada para la primera actuación, con lo que el le-
gislador constitucional ha intentado —se dice— limitar la competencia en el tiempo
del legislador ordinario, competencia que ha de entenderse agotada en lo que se refiere
a la disciplina del ejercicio de las funciones de la Corte con la emanación de la Ley
núm. 87 y que deja la exigencia de colmar sus lagunas. Si tenemos en cuenta que esas
lagunas no pueden ser colmadas con la ley constitucional, se debe reconocer, en cohe-
rencia con la exigencia de independencia, la competencia reglamentaria reservada a la
Corte Constitucional. Por eso, Garofoli mantiene que tal reserva puede deducirse de la
lectura integrada y combinada del artículo 1 de la Ley constitucional núm. 1 y de los ar-
tículos 14 y 22.2 de la Ley ordinaria núm. 87: el primero, limitando el espacio de inter-
vención del legislador ordinario con la expresión legge (ordinaria) emanata per la
prima attuazione, impone como indefectible el ejercicio de la potestad normativa de la
Corte, los segundos lo prevén explícitamente. Con ello, se mantiene que la previsión de
una esfera de competencia reservada a los reglamentos de la Corte se contiene en una
norma de rango constitucional (aquella resultante de la interpretación unitaria de los
dos artículos citados).

Visto el fundamento, se aborda la posición que estos reglamentos ocupan en el sis-
tema de fuentes. En primer lugar, se obtiene de lo anteriormente dicho, que la relación
entre los reglamentos de la Corte Constitucional y las leyes no es de jerarquía, sino de
competencia. Respecto a la Ley núm. 87 de 1953, al no poderse invocar el criterio de
competencia, pues ambas normas han de disciplinar la misma materia, hay que tener pre-
sente, por un lado, la existencia de independencia absoluta de la Corte, por la que se le ha
atribuido la competencia reglamentaria y, por otro, el fin preciso asignado a la ley lla-
mada de «primera actuación», es decir, el de permitir la Constitución y el inicio de la ac-
tividad de la Corte, en el respeto, naturalmente, de los principios constitucionales. Así se
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comprende que, si se ha negado la posible intervención sucesiva y ulterior al legislador en
esta materia para garantizar la autonomía de la Corte, tampoco puede impedirse a ésta, en
nombre de la misma exigencia de autonomía, la posibilidad de modificar con las propias
normas las disposiciones de la ley que considere que no sean conformes con el orden del
proceso constitucional. De hecho, se han producido varias modificaciones de la ley por
parte de la Corte en el ejercicio de su potestad reglamentaria y ello no ha determinado
ninguna reacción por parte del ordenamiento o de las fuerzas presentes en el mismo.

Después de analizar detenidamente las dos cuestiones previas anunciadas, se
aborda la cuestión de la controlabilidad de los reglamentos de la Corte a través del
juicio de legitimidad constitucional, resuelto negativamente por la ordinanza de 28 de
diciembre de 1990, a la que nos referimos anteriormente.

La fundamentación de la Corte costituzionale obliga a examinar el tratamiento
doctrinal de la fuerza de ley. Las teorías que consideran determinantes a estos efectos
los requisitos de la fungilidad y de la primariedad, por su exclusión generalizada e in-
diferenciada de las fuentes reglamentarias de la categoría de los actos con fuerza de ley,
obligan a buscar nuevos criterios de delimitación de esta categoría normativa. En este
sentido, Mortati considera que para individualizar los actos con fuerza de ley es nece-
sario proceder en concreto, verificando la relación efectiva que se instaura con la Cons-
titución. Garofoli se adhiere a esta perspectiva, proponiéndose afrontar el problema de
acuerdo con el objetivo de asegurar en todos los casos la posibilidad de controlar la
conformidad con la Constitución de los actos del poder público y, con ello, ver cum-
plido el principio del Estado constitucional de derecho. Así, la existencia o no de una
forma de control jurisdiccional diversa de la del juicio de constitucionalidad frente a la
Corte costituzionale se tiene en cuenta como un criterio de individualización de los
actos con fuerza de ley.

El problema se plantea, pues, para las normas que ostentan el nomen iuris de regla-
mentos y no son controlables por los jueces ordinarios: en particular los reglamentos
parlamentarios y de la Corte Constitucional. A estas normas, pese a ser calificadas en el
plano formal como reglamentos, es difícil negarles la fuerza de ley ya que sólo a ellas
les corresponde disciplinar la materia que les ha sido reservada constitucionalmente y,
por ello, resisten a la fuerza derogatoria de la ley formal, la cual estaría viciada de in-
competencia si interviniese en el ámbito material de la reserva.

Respecto a los reglamentos parlamentarios, la Sentencia de 23 de mayo de 1985 ha
declarado inadmisible la cuestión de inconstitucionalidad de las normas de los regla-
mentos del Senado y de la Cámara de diputados por su poder de autodichia respecto a
sus propios empleados. Es la primera sentencia en que la Corte toma en consideración
expresamente este problema. Excluye a los reglamentos parlamentarios del juicio de le-
gitimidad constitucional sobre la base de dos argumentaciones. La primera de ellas es
de carácter formal: no se prevén por el artículo 134 entre los actos susceptibles de ese
control. La segunda, por el contrario, es de orden sustancial: la necesidad de asegurar a
las cámaras una posición de independencia respecto a cualquier otro órgano o poder,
exige la exclusión de los reglamentos de ese control, pues son la máxima expresión de
la independencia y autonomía del órgano.
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En contra de la opinión de la mayor parte de la doctrina italiana que, en favor del
principio del Estado de derecho, exige un redimensionamiento de la autonomía parla-
mentaria, la Corte se ha inclinado por dar prioridad a la independencia de las Cámaras,
evitando así entrar en la complicada cuestión de la naturaleza jurídica de los regla-
mentos parlamentarios y su colocación en el sistema de fuentes.

El argumento de la independencia —se dice— no valdría para excluir del control
de constitucionalidad a los reglamentos de la Corte Constitucional, pues no parece que
aquélla se viera atacada porque ésta se pronunciase sobre la conformidad con la Cons-
titución de sus normas reglamentarias y, en particular, de las normas integrativas.

Esto explica que para sus propios reglamentos, la argumentación de la Corte en
1990 fuera de diverso tipo: no pudiendo apoyarse en la idea de su independencia, se li-
mita a negar, sin motivar adecuadamente, que en esas normas concurra el requisito exi-
gido de la fuerza de ley y, con ello, que puedan ser controladas a través de los procesos
de declaración de inconstitucionalidad. Negada esta posibilidad, los reglamentos de la
Corte se presentan como los únicos actos normativos del poder público (los regla-
mentos parlamentarios, al menos, pueden ser controlados por la vía del conflicto entre
poderes constitucionales) para los cuales el ordenamiento italiano no prevé una forma
de control de su adecuación a las normas constitucionales ni un mecanismo que per-
mita la anulación en caso de disconformidad.

Tras exponer sus argumentos en favor de la conveniencia y la eficacia de un proce-
dimiento de control tal (entre ellos, el papel de garante de la Corte, los efectos externos
de sus reglamentos, el principio de contradicción inherente al proceso constitucional y
la absoluta insuficiencia del procedimiento de modificación o derogación), Garofoli
aporta una solución imaginativa para colmar, en alguna medida, la ausencia de formas
de control de estas normas. Esta pasa por la conexión del proceso incidental del recurso
de inconstitucionalidad (que tenga un objeto, obviamente distinto de los reglamentos
de la Corte, dada su incontrolabilidad en tal sede) con el procedimiento de modifica-
ción o derogación de las disposiciones reglamentarias ex artículo 14 de la Ley 87 de
1953. La propuesta del autor es la siguiente: en el curso de un juicio de legitimidad
constitucional, la Corte podría, por efecto de los estímulos provenientes de la confron-
tación dialéctica entre las partes, poner de relieve en vía de juicio incidental la contra-
dicción de una disposición reglamentaria propia respecto a normas o principios consti-
tucionales. No pudiendo plantearse a sí misma la cuestión de inconstitucionalidad ni,
en su posición de supremo garante del orden y de la legitimidad constitucional, hacer
aplicación de actos tenidos por contrarios a la fuente suprema del ordenamiento, estaría
legitimada y —quizá— obligada a desaplicar la disposición considerándola tanquam
non esset a los fines de la definición de aquel juicio incidental. Para que, además de ob-
tenerse la justicia en el caso particular, quede asegurada la certeza del Derecho, la
Corte, fuera ya de la sede propiamente procesal, en el ejercicio de una potestad dife-
rente a la jurisdiccional —la de autonormación— podría modificar o derogar la misma
disposición reglamentaria que se ha considerado inconstitucional en el curso del
juicio.—Patricia Rodríguez.
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